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Señor: 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA 

La ciudad 

 

 

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho.  

Radicado: 13001-33-33-002-2016-00017-00  

Demandante: JUANA DE LA CRUZ GONZALEZ  

Demandado: DISTRITO DE CARTAGENA 

 

I. NOMBRE DEL DEMANDADO, DOMICILIO, NOMBRE DE SU REPRESENTANTE 

LEGAL. 

 

El demandado es el DISTRITO TURISTICO Y CULTURAL CARTAGENA DE INDIAS, entidad 

territorial de derecho público (Artículo 328 C. N.), con domicilio principal en 

Cartagena de Indias, Centro Plaza de la Aduana; Edificio de la Alcaldía Distrital. 

 

El representante legal de la demandada, es el Alcalde Mayor del   DISTRITO 

TURISTICO Y CULTURAL CARTAGENA DE INDIAS, WILLIAM JORGE DAU CHAMATT, 

mayor de edad, con domicilio y residencia en Cartagena de Indias; acreditado 

con credencial de la Registraduría Nacional del Estado Civil, de 22 de noviembre 

de 2.019 y posesionado mediante Acta de Posesión 001, de La Notaría Séptima (7) 

de Cartagena, el 1er día del mes de enero 2020. 

 

El Alcalde Mayor de Cartagena de Indias, mediante Decreto 0228 de febrero 26 de 

2.009, vigente a la fecha, en su artículo 17 delegó en el JEFE DE LA OFICINA 

ASESORA JURIDICA, la facultad de otorgar poderes en nombre y representación 

del DISTRITO TURISTICO Y CULTURAL CARTAGENA DE INDIAS, para comparecer en los 

procesos judiciales en los que tenga interés o se encuentre vinculado el citado ente 

territorial.  

 

Con fundamento en el Decreto citado en el anterior inciso, LA JEFE DE LA OFICINA 

ASESORA JURIDICA, del DISTRITO TURISTICO Y CULTURAL CARTAGENA DE INDIAS, 

doctora MYRNA ELVIRA MARTINEZ MAYORGA, nombrado   por Decreto 0035 de 

Enero 7-  2.020 emanado del Alcalde Mayor de Cartagena, con acta de posesión 

2046 de Enero 13 de 2020, le confirió poder al suscrito para actuar dentro del 

proceso de la referencia.   
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II. PRONUNCIAMIENTO EXPRESO SOBRE LOS HECHOS 

 

1. Es cierto. 

 

2. No me consta, se trata de una afirmación que deberá acreditarse dentro de 

la etapa probatoria del proceso. 

 

3. Tal como se indica en el acto administrativo demandado, mediante 

resolución No. 0302 del 30 de julio de 2004 se ubicó por necesidad del servicio a la 

señora JUANA DE LA CRUZ GONZALEZ CASTRO en la Institución Educativa Luis Carlos 

Lopez, solo el 10 de abril de 2007 mediante resolución No. 1156 de abril de 2007, se 

reubica por necesidad del servicio a la demandante a la IE Caño del Oro.  

 

4. No me consta, se trata de una afirmación que deberá acreditarse dentro de 

la etapa probatoria del proceso. 

 

5. Es parcialmente cierto, se aclara efectivamente mediante Decreto No. 0651 

del 25 de mayo de 2012 se dio por terminado el nombramiento en provisionalidad 

de Dieciocho funcionarios administrativos, entre ellos el cargo ocupado por la 

señora Juana de la Cruz, para ser provistos por los funcionarios que superaron las 

etapas del concurso – convocatoria 001 de 2005.  

 

6. No es cierto. Se aclara:  

 

a) En virtud de la conformación de la lista de elegibles para proveer las 

vacantes del cargo Secretaria 440 -13 emitida mediante resolución No. 1134 del 18 

de abril de 2012, se hizo necesario terminar los nombramientos provisionales de 

dicho cargo, toda vez que estos fueron suplidos en forma definitiva con la emisión 

de la lista de elegibles.  

 

b) El criterio tenido en cuenta para desvincular a los funcionarios en 

provisionalidad que ocupaban los cargos a proveer, fue el de antigüedad, toda 

vez que los cargos ofertados tienen la misma fecha OPEC.  

 

c) Los funcionarios fueron desvinculados por el cargo a proveer no por la 

ubicación del mismo, toda vez que los cargos se ofertaron de acuerdo con la 

identificaciones y funciones del mismo, sin especificar ubicación. 

 

d) Las desvinculaciones del personal nombrado en provisionalidad fueron 

efectuadas antes que se iniciara el proceso de audiencia para escogencia de 
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ubicación del cargo a proveer, sin tener en cuenta si esas instituciones fuesen 

escogidas por los elegibles.  

e) La audiencia para la escogencia de Institución Educatia por los elegibles se 

realizó el 30 de mayo de 2012 y efectivamente la IE Caño del Oro no fue escogida, 

en el entendido que los cargos ofertados se ofertaron de acuerdo con la 

identificación y funciones del mismo, no por Institución Educativa.  

f) Así las cosas, para la desvinculación de la señora Juana de la Cruz Gonzalez 

Castro, no era necesario que un elegible hubiere optado por la IE San José de Caño 

del Oro, pues el cargo del cual fue desvinculada se refería a Secretaria 440-13, sin 

referirse a un lugar específico de trabajo.  

g) La interpretación del peticionario es errónea cuando afirma que la señor 

JUANA DE LA CRUZ GONZALEZ CASTRO fue remplazada en el cargo que 

desempeñaba por la señora SOLEDAD SEPULVEDA SALDARRIAGA, aclarando que 

esta última no fue afectada por la desvinculación por beneficio de antigüedad, 

dado que su vinculación con el Distrito fue mediante Decreto 0234 del marzo 12 de 

2004.   

 

h) Efectivamente mediante la resolución No. 1027 del 12 de junio de 2012 se 

procedió a ordenar la reubicación de unos funcionarios administrativos para 

proceder a realizar la posesión en periodo de prueba como resultado de los 

nombramientos de los funcionarios del listado de elegibles resultado de la 

convocatoria 001 de 2005.  

 

i) En conclusión, todas las personas desvinculadas mediante el Decreto 0651 

del 25 de mayo de 2012 fueron remplazadas en los cargos ofertados y que 

desempeñaban en provisionalidad.  

 

7. No es cierto, tal como se explicó en el hecho anterior la interpretación del 

peticionario es errónea cuando afirma que la señora JUANA DE LA CRUZ GONZALEZ 

CASTRO fue remplazada en el cargo que desempeñaba por la señora SOLEDAD 

SEPULVEDA SALDARRIAGA, aclarando que esta última no fue afectada por la 

desvinculación por beneficio de antigüedad, dado que su vinculación con el 

Distrito fue mediante Decreto 0234 del marzo 12 de 2004.   
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8. No es cierto, tal como se manifestó en la respuesta al hecho 6: 

 

a) El criterio tenido en cuenta para desvincular a los funcionarios en 

provisionalidad que ocupaban los cargos a proveer, fue el de antigüedad, toda 

vez que los cargos ofertados tienen la misma fecha OPEC.  

b) Los funcionarios fueron desvinculados por el cargo a proveer no por la 

ubicación del mismo, toda vez que los cargos se ofertaron de acuerdo con la 

identificaciones y funciones del mismo, sin especificar ubicación. 

c) La señora SOLEDAD SEPULVEDA SALDARRIAGA, no fue afectada por la 

desvinculación por beneficio de antigüedad.  

 

9. No es cierto, se aclara: 

a)  Los funcionarios fueron desvinculados por el cargo a proveer no por la 

ubicación del mismo, toda vez que los cargos se ofertaron de acuerdo con la 

identificaciones y funciones del mismo, sin especificar ubicación. 

b) Las desvinculaciones del personal nombrado en provisionalidad fueron 

efectuadas antes que se iniciara el proceso de audiencia para escogencia de 

ubicación del cargo a proveer, sin tener en cuenta si esas instituciones fuesen 

escogidas por los elegibles.  

 

a) La audiencia para la escogencia de Institución Educatia por los elegibles se 

realizó el 30 de mayo de 2012 y efectivamente la IE Caño del Oro no fue escogida, 

en el entendido que los cargos ofertados se ofertaron de acuerdo con la 

identificación y funciones del mismo, no por Institución Educativa.  

 

b) Así las cosas, para la desvinculación de la señora Juana de la Cruz Gonzalez 

Castro, no era necesario que un elegible hubiere optado por la IE San José de Caño 

del Oro, pues el cargo del cual fue desvinculada se refería a Secretaria 440-13, sin 

referirse a un lugar específico de trabajo.  

 

10. No me consta la comunicación a la que se refiere la parte demandante, lo 

que es cierto, es que el decreto No. 651 del 25 de mayo de 2012 es claro en sus 

razones y de efectivamente se advierte que en virtud de la conformación de la lista 

de elegibles para proveer las vacantes del cargo Secretaria 440 -13 emitida 

mediante resolución No. 1134 del 18 de abril de 2012, se hizo necesario terminar los 

nombramientos provisionales de dicho cargo, toda vez que estos fueron suplidos 

en forma definitiva con la emisión de la lista de elegibles.  

Se advierte que la parte demandante llama comunicación al acto administrativo 

que la desvincula del servicio. Y que contra el mismo no presentó recurso alguno.   
 

11. No me constan las razones personales expresadas en este hecho, lo cierto es 

que la resolución No. 0651 de 2012 goza de presunción de legalidad y la totalidad 
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de sus considerandos se ajustan a la idea del mérito como criterio fundamental 

para la provisión del empleo público.  

 

12. No me constan las comunicaciones informales a las que se refiere la parte 

demandante en este hecho.  

 

13. No me constan las circunstancias de hecho manifestadas por la parte 

demandante en este punto, tendrán que acreditarse al interior del proceso.  

 

14. Es cierto.  

 

15. Es cierto.  
 

III. PRONUNCIAMIENTO EXPRESO DE LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, pues la 

totalidad de las actuaciones del Distrito de Cartagena se ajustan a la legalidad y 

pretenden la salvaguarda del mérito como criterio principal de acceso al empleo 

público. Además, que las decisiones pretenden garantizar hasta donde sea 

legalmente posible la vinculación de los provisionales a través de criterios legítimos 

de priorización. Además de lo expuesto, se rechazan la totalidad de las 

pretensiones en tanto que no se presentan reales y ciertos sustentos para pedir, en 

concreto, lo que se pretende.  

 

 

 

EXCEPCIONES 

PRESCRIPCIÓN: Si bien se rechazan la totalidad de las pretensiones de la demanda, 

solicitamos que declare la prescripción de cualquier derecho reclamado del que 

hayan pasado más de tres años de su causación.   

 

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN: Revisado el expediente se advierte que el acto 

administrativo que dio por terminado el nombramiento en provisionalidad de la 

señora JUANA GONZALEZ CASTRO fue la resolución No. 651 del 25 de mayo de 2012 

y que contra la misma no se interpuso recurso alguno, ni se presentó medio de 

control, es más, el presente medio de control en ningún momento se dirige contra 

la resolución No. 651 del 25 de mayo de 2012, de ahí que en el hipotético caso de 

que se accede a la nulidad pedida con esta demanda, aquella resolución seguiría 

vigente y no habría lugar al restablecimiento del derecho solicitado.  

Al parecer con la solicitud del 7 de abril de 2015, casi 3 años después de la 

expedición de la resolución No. 651 del 25 de mayo de 2012, se trata de revivir el 

término sin tener que dirigirse contra esta resolución, pues las acciones contra ella 
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se encontraban caducadas. Se buscó un nuevo pronunciamiento de la 

administración y así poder presentar la presente demanda.  

 

Considerando que la decisión de la administración de desvincular del servicio a la 

demandante fue tomada mediante la resolución No. 651 del 25 de mayo de 2012, 

es desde la expedición de este que debe considerarse el termino de caducidad. 

Considerando que esta resolución fue expedida el 25 de mayo de 2012 el término 

de 4 meses para demandar venció el 25 de septiembre del mismo año. Así las 

cosas, en aplicación del artículo 164 de la ley 1437 de 2011, ha operado la 

caducidad. Pues el sentido de la decisión contenida en la comunicación del 22 de 

junio de 2015 en nada cambia la desvinculación del servicio de JUANA DE LA CRUZ 

GONZALEZ que surtió efectos desde el año 2012.  

 

Sobre las estratagemas empleadas para revivir términos, el H. Consejo de Estado 

ha señalado que si bien el interesado está facultado para presentar reclamación 

(y que esta sea efectiva) dentro del término de prescripción, pero una vez ejercido 

este derecho y generado el pronunciamiento de la entidad, debe respetarse el 

término de caducidad que este caso de esa cuatro meses, el cual es perentorio e 

improrrogable, sin importar que el termino de prescripción aún se encuentre 

vigente, no resultando viable realizar nuevas solicitudes posteriores en idénticos 

términos con el único de revivir términos.  

 

En efecto, una vez agotada la vía administrativa, la interposición de nuevas 

peticiones que persigan el mismo fin que la inicialmente presentada, no reviven los 

términos que con aquella empezaron a contabilizarse y las providencias que con 

estas se generen no varían la situación jurídica de la primera decisión, conclusión a 

la que se arriba conforme a la reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado, así:  

 

“Según los hechos que constan en el expediente, es evidente que se está ante una 

acción caducada (…) el acto expreso que resolvió el recurso, no obstante que se 

presume valido, fue expedido por fuera de la vía gubernativa, por cuanto la misma 

ya había sido agotada mediante el silencio administrativo negativo invocado por 

la actora, atendiendo el artículo 135 del C.C.A. y no varía en ninguna forma la 

situación jurídica creada mediante el acto ficto resultante de dicho silencio 

administrativo. En esas circunstancias no hace sino confirmar lo que ya estaba 

confirmado mediante el acto ficto en mención, de donde resulta ser una 

manifestación inocua de la administración frente a la situación jurídica creada por 

el acto principal que ya había quedado en firme en sede administrativa. Por 

consiguiente, sustancialmente se está demandando nuevamente la misma 

decisión que se demandó en diciembre 7 de 1989.” (Consejo de Estado, Sección 

Primera CP. Manuel Santiago Urueta Ayola. Rad. 2500023240001999058501(7761) 
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FUNDAMENTACIÓN FACTICA Y JURIDICA DE LA DEFENSA 

 

Los concursos de méritos y sus efectos 

 

El artículo 125 de la Constitución Política de Colombia, consagra: 

 

“ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. 

Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los 

de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. 

 

Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la 

Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público. 

 

El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo 

cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los 

méritos y calidades de los aspirantes. 

 

El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por 

violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la 

Constitución o la ley. 

 

En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su 

nombramiento para un empleo de carrera, su ascenso o remoción.” 

 

De conformidad con lo anterior, la provisión definitiva de los empleos públicos de 

carrera debe hacerse mediante el sistema de mérito. Este se considera un óptimo 

instrumento para la provisión de cargos públicos basado en criterios meritocráticos 

y constituye uno de los ejes definitorios de la Constitución Política de 1991, es 

especial por su relación estrecha con el principio de acceso a desempeño de 

cargos públicos, la igualdad, la estabilidad y demás garantías contempladas en el 

artículo 53 de la Constitución. 

La Ley 909 de 2004, por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, 

la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones, 

establece: 

 

“ARTÍCULO 29. Concursos. Los concursos para el ingreso y el ascenso a los 

empleos públicos de carrera administrativa serán abiertos para todas las 

personas que acrediten los requisitos exigidos para su desempeño”. 

 

“ARTÍCULO 30. Competencia para adelantar los concursos. Los concursos o 

procesos de selección serán adelantados por la Comisión Nacional del 
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Servicio Civil, a través de contratos o convenios interadministrativos, suscritos 

con universidades públicas o privadas o instituciones de educación superior 

acreditadas por ella para tal fin. Los costos que genere la realización de los 

concursos serán con cargo a los presupuestos de las entidades que requieran 

la provisión de cargos. (…)” 

 

De conformidad con lo anterior, los concursos para proveer los empleos públicos 

serán abiertos para todas las personas que acrediten los requisitos exigidos para su 

desempeño y la Comisión Nacional del Servicio Civil es el organismo facultado por 

la Constitución y la Ley para administrar la carrera administrativa, así como para 

adelantar los procesos de selección. 

 

La Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha enfatizado la importancia 

de garantizar el efecto útil de los concursos de méritos en virtud de que el querer 

del constituyente fue implantar un sistema que garantice los derechos de los 

ciudadanos que desean ingresar a la función pública en igualdad de condiciones, 

de tal forma que su vinculación dependa únicamente de sus cualidades 

intelectuales y psicotécnicas. 

 

Así, la Sentencia SU - 089 de 1999 expresó: 

 

“No se requiere un profundo análisis de los términos usados por el 

Constituyente para concluir, entonces, que, salvo los casos expresamente 

definidos por el legislador o por la propia Carta, cuando alguien aspire a 

desempeñar un cargo al servicio del Estado, debe concursar; que los 

resultados del concurso son determinantes para los fines del nombramiento; 

que, por supuesto, la calificación obtenida dentro de aquél obliga al 

nominador, quien no podrá desatenderla para dar un trato inmerecido -a 

favor o en contra- a quienes han participado en el proceso de selección; y 

que, correlativamente, esos resultados generan derechos en cabeza de los 

concursantes que obtienen los más altos puntajes.” 

 

  

Esa misma posición se reiteró en la Sentencia SU- 1140 de 2000: 

 

“La Corte ha reiterado, en innumerables decisiones que el acceso a la 

función pública y el ascenso dentro de ésta, debe darse, por regla general, 

a través de un concurso de méritos en virtud del cual pueda seleccionarse 

al mejor candidato. Adicionalmente, ha establecido que quien ocupe el 

primer puesto en el concurso debe ser vinculado al cargo para el cual 

concursó. En consecuencia, para la designación de una persona en un 

determinado cargo judicial basta con que dicha persona reúna las 
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calidades exigidas por la ley y ocupe el primer puesto del listado nacional de 

elegibles, siempre que no concurra ninguna causal de inhabilidad ni 

incompatibilidad para el ejercicio del cargo. De verificarse alguna de las 

mencionadas causales, deberá nombrarse a quien ocupe el segundo lugar 

en el concurso.” 

 

El concurso es el proceso que emprende la administración para garantizar una 

selección objetiva y transparente del aspirante a ocupar un cargo público. Su 

finalidad es identificar destrezas, aptitud, experiencia, idoneidad moral y 

condiciones de personalidad de los aspirantes al cargo con un fin específico: 

determinar su inclusión en la lista de aspirantes, al igual que fijar su ubicación en la 

misma. 

 

En esta línea se ubica la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia 

C-040 de 1995: 

 

“Por tanto, quien ocupe el primer lugar, de acuerdo con el puntaje obtenido, 

será el ganador y excluirá a los demás, en orden descendente. Si se procede 

de otro modo, habría que preguntarse, como lo hace el demandante, ¿para 

qué el concurso de méritos y calidades, si el nominador puede elegir al 

candidato de sus preferencias? De este campo, es preciso desterrar la 

arbitrariedad y, justamente, para ese propósito se ha ideado el concurso. En 

él, por tanto, se ha de calificar no sólo la idoneidad profesional o técnica del 

aspirante, sino también su solvencia moral, su aptitud física y su sentido social, 

de acuerdo con la categoría del empleo y las necesidades del servicio. Hay 

que hacer de la carrera administrativa el instrumento eficaz para lograr una 

administración pública en la que se garantice la eficiente prestación del 

servicio público, la idoneidad y moralidad de sus funcionarios y la 

prevalencia del interés general sobre el particular”. 

 

  

 

De acuerdo con lo anterior, una vez se ejecutan las etapas del concurso y se 

publican los resultados, el aspirante que obtiene el primer puesto adquiere el 

derecho a ocupar el cargo. La conformación de la lista obliga al nominador a 

seleccionar al mejor de los concursantes. 

 

Cumplimiento de la obligación de motivar el acto de desvinculación del provisional 

El Decreto 1083 de 2015 1 respecto al retiro de los provisionales, establece: 
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“ARTÍCULO 2.2.5.3.4. Terminación de encargo y nombramiento provisional. Antes de 

cumplirse el término de duración del encargo, de la prórroga o del nombramiento 

provisional, el nominador, por resolución motivada, podrá darlos por terminados”. 

 

De otra parte, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que los 

empleados públicos que desempeñan en provisionalidad cargos de carrera, gozan 

de una estabilidad laboral relativa o intermedia, que implica, sin embargo, que el 

acto administrativo por medio del cual se efectúe su desvinculación debe estar 

motivado, es decir, debe contener las razones de la decisión, lo cual constituye una 

garantía mínima derivada, entre otros, del derecho fundamental al debido proceso 

y del principio de publicidad. 

 

En efecto, la Corte Constitucional ha desarrollado una línea jurisprudencial 

consolidada sobre el deber de motivación de los actos de desvinculación de los 

empleados públicos que ocupan cargos de carrera en provisionalidad, la cual fue 

sentada desde la sentencia T-800 de 1998 (MP Vladimiro Naranjo Mesa). En esta 

providencia, la Corte conoció la acción de tutela interpuesta con ocasión de la 

desvinculación de una mujer madre cabeza de familia, que desempeñaba en 

provisionalidad el cargo de auxiliar de enfermería, el cual era de carrera. La Corte 

confirmó las sentencias de instancia, mediante las cuales se ordenaba el reintegro 

de manera transitoria, mientras la jurisdicción de lo contencioso decidía sobre la 

legalidad del acto por medio del cual se dispuso su desvinculación. Para tal efecto, 

la Corte explicó que el derecho a permanecer en un cargo determinado no es 

fundamental; sin embargo, consideró que, por las particularidades del caso, 

procedía la acción de tutela para proteger otros derechos fundamentales a fin de 

evitar un perjuicio irremediable, pues con base en las circunstancias particulares de 

la peticionaria se vislumbraba que “la pérdida del trabajo […] y su consiguiente 

vacancia, la enfrentaría, junto con su hijo, a un perjuicio irremediable que no podría 

ser corregido a tiempo, si no es porque la acción de tutela permite evitarlo”. 

 

Además, la Corte sostuvo por vez primera que “el nombramiento en provisionalidad 

de servidores públicos para cargos de carrera administrativa, como es el caso, no 

convierte el cargo en uno de libre nombramiento y remoción. Por ello, el nominador 

no puede desvincular al empleado con la misma discrecionalidad con que puede 

hacerlo sobre uno de libre nombramiento y remoción, a menos que exista justa 

causa para ello”. 

 

Esta postura ha permanecido inalterada como lo detalló la Corte en la SU-917 de 

2010 (MP Jorge Iván Palacio Palacio). En esa ocasión, la Corte Constitucional 

asumió el conocimiento de 24 expedientes de tutela, los cuales fueron acumulados 

luego de advertir la existencia de conexidad temática ya que todos los 

accionantes desempeñaban cargos de carrera en provisionalidad en diferentes 
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entidades públicas, siendo desvinculados de sus empleos sin que los actos de retiro 

hubieren sido motivados. En dicha sentencia la Corte: (i) reiteró la posición sentada 

por la Corte desde el 1998 referente a la falta de motivación de los actos 

administrativos de desvinculación de funcionarios nombrados en provisionalidad 

en cargos de carrera, y (ii) resaltó la estrecha relación que guarda la exigencia de 

motivar los actos administrativo con importantes preceptos de orden constitucional 

como lo son el principio democrático, la cláusula del Estado de Derecho, el debido 

proceso y el principio de publicidad. 

 

La Sala Plena de la Corte Constitucional señaló en relación con el contenido de la 

motivación lo siguiente: 

 

“En suma, el deber de motivación de los actos administrativos que (por regla 

general) tiene la administración, hace efectiva la cláusula de Estado de 

Derecho, el principio democrático, el principio de publicidad en las 

actuaciones de la administración, al tiempo que permite a los asociados 

contar con elementos de juicio suficientes para ejercer su derecho de 

contradicción y defensa a fin de acudir ante las instancias gubernativas y 

autoridades judiciales para controlar los abusos en el ejercicio del poder. De 

esta forma a la Administración corresponde motivar los actos, estos es, hacer 

expresas las razones de su decisión, mientras que a la jurisdicción compete 

definir si esas razones son justificadas constitucional y legalmente. 

 

 (…)” 

 

Estos motivos pueden ser, por ejemplo, aquellos que se fundan en la realización de 

los principios que orientan la función administrativa o derivados del incumplimiento 

de las funciones propias del cargo, lo cuales, en todo caso, deben ser constatables 

empíricamente, es decir, con soporte fáctico, porque de lo contrario se incurrirá en 

causal de nulidad por falsa motivación. 

 

“(…)” “En este orden de ideas, sólo es constitucionalmente admisible una 

motivación donde la insubsistencia invoque argumentos puntuales como la 

provisión definitiva del cargo por haberse realizado el concurso de méritos 

respectivo, la imposición de sanciones disciplinarias, la calificación insatisfactoria u 

otra razón específica atinente al servicio que está prestando y debería prestar el 

funcionario concreto”. (Negrilla fuera de texto) 

 

  

Concluyó que: “respecto del acto de retiro de un servidor público que ejerce un 

cargo en provisionalidad no puede predicarse estabilidad laboral propia de los 

derechos de carrera, pero en todo caso el nominador continúa con la obligación 
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de motivarlo, al tiempo que el administrado conserva incólume el derecho a saber 

de manera puntual cuáles fueron las razones que motivaron esa decisión”. 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.2.5.3.4. del Decreto 1083 de 2015, 

y el criterio expuesto por la Corte Constitucional, la terminación del nombramiento 

provisional o el de su prórroga, procede por acto motivado, y sólo es admisible una 

motivación donde la insubsistencia invoque argumentos puntuales como la 

provisión definitiva del cargo por haberse realizado el concurso de méritos 

respectivo, la imposición de sanciones disciplinarias, la calificación insatisfactoria u 

otra razón específica atinente al servicio que está prestando y debería prestar el 

empleado concreto. 

 

En conclusión, la demandante ocupaba en provisionalidad un cargo de carrera 

gozando de una estabilidad laboral relativa, lo que implica que únicamente podía  

ser removida por causas legales que obran como razones objetivas que deben 

expresarse claramente en el acto de desvinculación, dentro de las que se 

encuentra la provisión del cargo que ocupaba, con una persona de la lista de 

elegibles conformada previo concurso de méritos. Tal como efectivamente ocurrió.  

 

Por consiguiente, y dada la realización del correspondiente concurso de méritos 

para la provisión de los empleos de carrera resultaba procedente la desvinculación 

de la demandante. 

 

LEGALIDAD DE LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA - AUSENCIA DE DESVIACION DE 

PODER EN EL ACTO QUE SE INDICA EN LA DEMANDA, PIDIENDO SU NULIDAD. 

El acto sobre el cual se pide declaratoria de nulidad es jurídico, se encuentra 

ajustado a derecho. Adicionalmente, está suficientemente demostrado, con los 

documentos que aporta el mismo demandante, que la demandante no ganó el 

concurso de meritos, que su desvinculación se debió a que:  

 

a) En virtud de la conformación de la lista de elegibles para proveer las 

vacantes del cargo Secretaria 440 -13 emitida mediante resolución No. 1134 

del 18 de abril de 2012, se hizo necesario terminar los nombramientos 

provisionales de dicho cargo, toda vez que estos fueron suplidos en forma 

definitiva con la emisión de la lista de elegibles.  

 

b) El criterio tenido en cuenta para desvincular a los funcionarios en 

provisionalidad que ocupaban los cargos a proveer, fue el de antigüedad, 

toda vez que los cargos ofertados tienen la misma fecha OPEC.  
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c) Los funcionarios fueron desvinculados por el cargo a proveer no por la 

ubicación del mismo, toda vez que los cargos se ofertaron de acuerdo con 

la identificaciones y funciones del mismo, sin especificar ubicación. 

 

d) Las desvinculaciones del personal nombrado en provisionalidad 

fueron efectuadas antes que se iniciara el proceso de audiencia para 

escogencia de ubicación del cargo a proveer, sin tener en cuenta si esas 

instituciones fuesen escogidas por los elegibles.  

 

e) La audiencia para la escogencia de Institución Educativa por los 

elegibles se realizó el 30 de mayo de 2012 y efectivamente la IE Caño del Oro 

no fue escogida, en el entendido que los cargos ofertados se ofertaron de 

acuerdo con la identificación y funciones del mismo, no por Institución 

Educativa.  

 

f) Así las cosas, para la desvinculación de la señora Juana de la Cruz 

González Castro, no era necesario que un elegible hubiere optado por la IE 

San José de Caño del Oro, pues el cargo del cual fue desvinculada se refería 

a Secretaria 440-13, sin referirse a un lugar específico de trabajo.  

 

ANEXOS 

1. Decreto 0035 de 2.020, a través del cual se nombra al Dr. MYRNA MARTINEZ 

MAYORGA, como Jefe de la Gerente de la Oficina Asesora Jurídica del Distrito. 

2. Acta de Posesión de la Dra. MYRNA MARTINEZ MAYORGA. 

3. Fotocopia del Decreto 228 de 2.009, por el cual el Alcalde Mayor de                                            

Cartagena de Indias, delega unas funciones. 

 

PRUEBAS 

1. Ofíciese a la SED a fin de que envíe con destino al presente proceso copia 

de la hoja de vida o expediente administrativo de SOLEDAD SEPULVEDA 

SALDARRIAGA.  

 

Nota: Frente a la solicitud de pruebas del auto admisorio debemos indicar que la 

misma se radicó ante la dependencia encargada y que en cuanto se obtenga, se 

hará llegar al despacho. Sin que se releve a la demandada de la obligación fijada 

por el despacho, solicitamos que se tenga especial consideración del periodo 

especial de pandemia en el que nos encontramos que limita la posibilidad de 

acceder en físico a gran parte de la documentación que se encuentra en poder 

del Distrito.  
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NOTIFICACIONES 

El suscrito recibirá notificaciones en la secretaría del juzgado, o en mi oficina 

ubicada en el Centro de la ciudad de Cartagena, Edificio Concasa, Mezzanine, 

Oficina 1;  

 

El demandado en: Centro Plaza de la Aduana Alcaldía de Cartagena de Indias  

 

 

 

 

 

 

 

 

DANIEL EDUARDO BARRIOS DIAZ 

C.C. 1.047.393.643 de Cartagena 

T.P. 188.706 del C.S. de la J.  
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